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PROCESO VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL – ACCIDENTE DE TRÁNSITO – ACTIVIDAD PELIGROSA – NO ES NECESARIO ACREDITAR LA CULPABILIDAD ÚNICAMENTE EL NEXO CAUSAL - NO SE PROBÓ EL HECHO DE LA VÍCTIMA - ACCEDE A LAS PRETENSIONES - CONFIRMA - “Envuelve este evento una de aquellas consideradas actividades peligrosas, cuyo régimen de responsabilidad se enmarca en lo previsto por el artículo 2356 del Código Civil, respecto de la cual insistentemente se ha dicho que implica la demostración de todos los elementos que le son propios, esto es, el hecho, el daño, la culpa del agente a quién se le imputa y el nexo causal, solo que en esta especialidad, la víctima está relevada de acreditar el tercero de tales presupuestos, dado que la ley lo presume. Por eso se sostiene que en casos como este, la discusión debe darse en el marco de la causalidad y no en el de la culpabilidad.

Siendo ello así, el causante del daño, para exonerarse de responsabilidad, está llamado a demostrar que ocurrió una causa extraña, sea una fuerza mayor o un caso fortuito, el hecho de la víctima, o el hecho de un tercero. Permanentemente lo recuerda así la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, como podría leerse, por ejemplo, en la reciente sentencia SC12994-2016, radicación 2529031030022 0100011101, del 15 de septiembre de 2016, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco, que cita múltiples precedentes, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad, además, porque esa es una circunstancia que las partes tienen clara, si bien no es objeto de reparo alguno y a la misma conclusión llegó la funcionaria de primer grado. 

El centro de la discusión está, para este caso, en el hecho de la víctima como eximente de responsabilidad, en la tasación de los perjuicios, en la sanción impuesta a los demandantes por haber excedido el juramento estimatorio, y en la cobertura de la póliza de seguros.
(…)
Ahora bien, es cierto, según la crítica que hacen los demandados, que los testimonios son incoherentes en un aspecto sustancial, que es el de la ubicación del peatón, pues al paso que uno dice que llegaba a su puesto de comidas, el otro afirma que ya regresaba de allí, lo que podría, naturalmente, tener incidencia en el resultado, por el lugar de su cuerpo en el que recibió el impacto. Pero sí coinciden ellos en qué Etiel Javier estaba fuera de la vía cuándo fue atropellado. 

En cualquier caso, si se prescindiera de estas versiones, como con ahínco piden la demandada y la llamada en garantía, las cosas para ellas serían iguales, porque, entonces, no habría ninguna prueba que permitiera determinar las circunstancias reales en las que el hecho ocurrió, ni siquiera con las fotografías traídas al expediente, que, como señala la funcionaria, poca incidencia tienen, por cuanto resulta altamente improbable que si el peatón fue alcanzado en una de sus piernas, el golpe en el vehículo que ellas muestran fuera en el guardafango, en vista de su altura.

Así que, sin otra referencia probatoria, lo que queda por concluir es que la sociedad demandada no alcanzó a desvirtuar la relación causal qué en su contra gravita, pues era de su resorte acreditar que la víctima, en el momento del suceso estaba sobre la vía, porque estaba cruzando imprudentemente, y no había alcanzado a cruzar hasta el puesto de comidas del señor Gabriel.
(…)

Quieren los demandados demostrar el hecho de la víctima, con la mención que hizo el propio Etiel Javier durante el primer reconocimiento médico legal (f. 70), en el sentido de que ese día paró en el sector de Cerritos para comprar dulces y de repente advirtió que hacia él se dirigía un vehículo, y tan pronto se percató ello, se impulsó hacia la caseta de ventas, pero el pie con el que lo hizo quedó en la parte posterior del cuerpo y a pesar de estar bastante retirado de la calzada para vehículos, fue alcanzado por el rodante. Fácilmente se percibe que en esa manifestación no hubo ningún reconocimiento por parte de la víctima acerca de que estuviera cruzando la vía; al contrario, lo que indica es que estaba alejado de la zona de circulación del tráfico, que es lo que relata el testigo Gabriel Eduardo. 

En últimas, entonces, probados el hecho y el daño, presumida la culpa por tratarse de una actividad peligrosa, y establecido que aquel fue producido con el camión de propiedad de la demandada, el nexo causal se mantiene enhiesto. De ahí que, por este aspecto, el fallo será confirmado. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, Julio 12 de 2017
Expediente:  66001-31-03-004-2015-00090-01
Decide la Sala los recursos de apelación contra la sentencia del 5 de julio de 2016, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual que Etiel Javier Yurgaky Mosquera, Juan Carlos Yurgaky Perea, Yenzen Sibel Yurgaky Ibagüen, Javier Yurgaky Ibagüen y Yoselly Yurgaky Tello, promovieron frente a Gaseosas Posada Tobón SA, en la que fue llamada en garantía Royal Sun Alliance Seguros (Colombia) SA, propuestos por las partes y la aseguradora. 
ANTECEDENTES  
Pidieron los demandantes que se condenara a la sociedad demandada al reconocimiento y pago de los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales causados con un vehículo de la empresa, conducido por Jhon Agudelo Buriticá, en el accidente ocurrido el 25 de septiembre de 2013, en el que resultó gravemente herido Etiel Javier Yurgaky Mosquera, los que fueron discriminados y valorados. 

Narraron que en la indicada fecha, a eso de las 8 de la noche, viajaba Etiel Javier de Cali a Condoto, y en el sector de Cerritos, Pereira, cuando el bus efectuó una parada para comprar dulces, fue atropellado por el vehículo de placas TPX-733, de propiedad de la empresa, conducido por Agudelo Buriticá, debido a su falta de precaución y el exceso de velocidad, a causa de lo cual sufrió múltiples fracturas, laceración de codo y tobillo de la pierna derecha y, a la postre, se le produjo una deformidad con limitación funcional.

De acuerdo con el informe técnico elaborado por agentes de tránsito, se observa que el vehículo fue movido, lo que impidió realizar el dibujo topográfico, y a pesar de que se consignó como causa probable el código 404, que corresponde a “cruzar sin observar”, el accidente fue producto de la falta de precaución del conductor y el exceso de velocidad, lo que se demuestra con los registros fotográficos de la posición del lesionado y la parte con la que fue impactado. 

Para el momento del accidente, Etiel Javier laboraba como ayudante o auxiliar del bus de placas WFR-833, afiliado a la empresa Arauca; percibía ingresos de 1 millón de pesos mensuales y fue incapacitado por 90 días. Adicionalmente, las lesiones causaron un profundo dolor en los demandantes, por las secuelas permanentes generadas, de orden anatómico, físico, funcional, médico, laboral, estético, social psicológico, recreacional y deportivo, cada una de las cuales describió.

Bajo juramento, estimó la cuantía de los perjuicios materiales, morales, por daño a la salud y fisiológicos. 

Admitida la demanda (f. 124, c. 1), fue contestada por Gaseosas Posada Tobón SA. Postobón SA; se pronunció sobre los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito que nominó “En cuanto a la declaración de responsabilidad transferida por solidaridad”, que hizo consistir en que los demandantes no explicaron cuál es la razón por la cual la empresa debe responder, lo que torna inocua la pretensión, tanto más, cuando el conductor del camión de propiedad de la sociedad no tuvo incidencia en lo ocurrido, ni violó normas de tránsito; “aplicación de la figura jurídica de la prejudicialidad”, dado que se tramita la acción penal y debe esperarse su resolución; “culpa exclusiva del peatón codemandante” que vulneró los deberes que como transeúnte debía cumplir, en una vía de alto flujo vehicular; “excesivo cobro de perjuicios”, “cobro de lo no debido y enriquecimiento sin causa”, “fuerza mayor y caso fortuito como eximente de responsabilidad” porque fue la imprudencia de la víctima la que generó el daño; “inexistencia del derecho indemnizatorio reclamado”, “aplicación del artículo 2357 del Código Civil”  y la, indebidamente llamada, genérica. 
Adicionalmente, llamó en garantía a Royal Sun Alliance Seguros (Colombia) SA, con quien tomó la póliza colectiva de seguro de automotores 20720, contra todo riesgo, con el fin de que, de ser el caso, indemnice a las personas que acrediten los perjuicios reclamados. Admitido el llamamiento, compareció la aseguradora, que se pronunció sobre los hechos de la demanda y opugnó las pretensiones, a la vez que propuso como excepciones que fundó en que “no se encuentra demostrado que el vehículo de placas TPX-733, fue el causante del accidente acaecido”; más bien, hubo una “culpa exclusiva de la víctima”; “diligencia y cuidado” del conductor del camión; “compensación de culpas entre las partes” que, como mínimo, debe operar en este caso, para reducir el monto de una eventual indemnización; “fuerza mayor o caso fortuito”; “los perjuicios extrapatrimoniales reclamados son inexistentes y/o se encuentran ampliamente sobreestimados”.

Respecto del llamamiento en garantía, la defensa se centró en “la existencia de varias exclusiones”, “la reducción de la indemnización por los pagos realizados por el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT), las entidades promotoras de salud, administradora de riesgos laborales, fondos de pensiones o similares”; el límite de responsabilidad de la aseguradora y la falta de configuración actual del siniestro. 
Surtidos los traslados de las excepciones, se citó a la audiencia del artículo 372 del CGP; evacuada, se convocó a la de instrucción y juzgamiento, en la que se completó la práctica de pruebas, se dio traslado para alegar y se emitió el fallo que declaró no probadas las excepciones propuestas por los demandados; la responsabilidad de la sociedad demandada, a la que condenó, junto con la llamada en garantía, a pagar perjuicios (lucro cesante, daño moral y daño fisiológico); impuso costas a los demandados y sanción por haberse excedido en el juramento estimatorio a los demandantes. 
Apelaron todos los litigantes, efectuaron los reparos concretos y sustentaron en esta sede, aunque parcialmente, en resumen, así: 
Los demandantes: 
(i) Dada la gravedad de las lesiones sufridas por el señor Etiel Javier Yurgaki Mosquera, el monto de los perjuicios morales no corresponde a los estándares establecidos en los precedentes jurisprudenciales del Consejo de Estado Sección Tercera y la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia; tampoco los perjuicios morales que se tasan para los hijos por la magnitud del daño que sufrieron, incluso algunos que se encontraban estudiando, y las limitaciones que tuvo el señor Etiel Javier para satisfacer obligaciones de tipo patrimonial; (iii) el perjuicio fisiológico tampoco está acorde con la imposibilidad de la víctima de realizar sus actividades deportivas y sociales habituales; y (iv) los perjuicios fueron tasados en sumas acordes con los hechos, el tiempo de incapacidad, el sufrimiento que tuvo que padecer la víctima, así que no es viable la sanción. 

Postobón SA:

(i) Los testimonios que le sirven de fundamento al juzgado, rendidos por Jesús y Gabriel, son contradictorios, recuerdan unos aspectos y otro no; para uno de ellos, la víctima llegaba a su puesto a comprar unos artículos cuando ocurrió el suceso, para el otro, ya iba de vuelta, lo que genera dudas sobre la posición de Etiel, pues si ya regresaba, el impacto ha debido recibirlo en la pierna izquierda; y si apenas llegaba al puesto de Gabriel, entonces sería en la derecha, como lo fue. 
(ii) Gabriel sostiene que la policía se demoró para llegar, pero el informe que es documento público no desvirtuado, establece que llegó inmediatamente, porque estaban de patrulla en esa zona. 

(iii)  El demandante, en el informe pericial de clínica forense señaló que estaba cruzando cuando vio el camión entonces apuró el paso.

(iv) No hay ninguna evidencia de que el hecho hubiera ocurrido en la berma, por fuera de la vía. 

(v) Los testigos no saben con exactitud con qué parte del camión fue golpeado Etiel; tampoco coinciden en el suceso, pues uno dice que este quedó ahí mismo, en tanto que el otro señala que fue expulsado por el golpe. 

(vi) La aseguradora debe restituir la indemnización que por perjuicios morales se le imponga a Gaseosas Posada Tobón, porque así fue pactado en la póliza, con la condición de que mediara una sentencia judicial.  

La llamada en garantía:
(i) Coincide en lo contradictorio de los testimonios escuchados y señala que se trata de un hecho que se produjo por culpa de la víctima. 

(ii) El lucro cesante se fijó con base en el salario mínimo, pero no se pudo establecer que esa fuera la remuneración que recibía Etiel Javier. 

(iii) Y en cuanto a los perjuicios por el daño a la vida de relación, no fueron demostrados
CONSIDERACIONES

Conocidos con suficiencia los hechos, las pretensiones, las excepciones, y la decisión adoptada en primer grado, procede la Sala a desatar los recursos interpuestos tanto por los demandantes como por la demandada y la llamada en garantía. 

Lo primero por decir es que todos los presupuestos procesales están reunidos y no se avizora causal de nulidad durante el trámite, con lo que la decisión será de fondo. 

Se trata en este caso de una demanda tendiente a que se reconozca la responsabilidad civil extracontractual de la sociedad demandada Gaseosas Posada Tobón SA, por causa del accidente ocurrido el 25 de septiembre de 2013 en el sector de Cerritos de esta ciudad, en el que resultó lesionado Etiel Javier Yurgaky Mosquera, por el golpe que recibió con el vehículo de placas TPX-733, conducido por John Agudelo Buriticá, de propiedad de dicha sociedad. 

Envuelve este evento una de aquellas consideradas actividades peligrosas, cuyo régimen de responsabilidad se enmarca en lo previsto por el artículo 2356 del Código Civil, respecto de la cual insistentemente se ha dicho que implica la demostración de todos los elementos que le son propios, esto es, el hecho, el daño, la culpa del agente a quién se le imputa y el nexo causal, solo que en esta especialidad, la víctima está relevada de acreditar el tercero de tales presupuestos, dado que la ley lo presume. Por eso se sostiene que en casos como este, la discusión debe darse en el marco de la causalidad y no en el de la culpabilidad.
Siendo ello así, el causante del daño, para exonerarse de responsabilidad, está llamado a demostrar que ocurrió una causa extraña, sea una fuerza mayor o un caso fortuito, el hecho de la víctima, o el hecho de un tercero. Permanentemente lo recuerda así la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, como podría leerse, por ejemplo, en la reciente sentencia SC12994-2016, radicación 2529031030022 0100011101, del 15 de septiembre de 2016, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco, que cita múltiples precedentes, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad, además, porque esa es una circunstancia que las partes tienen clara, si bien no es objeto de reparo alguno y a la misma conclusión llegó la funcionaria de primer grado. 

El centro de la discusión está, para este caso, en el hecho de la víctima como eximente de responsabilidad, en la tasación de los perjuicios, en la sanción impuesta a los demandantes por haber excedido el juramento estimatorio, y en la cobertura de la póliza de seguros. 

Sobre esos ejes girará el análisis de la sala. 

Para abordar el primero de ellos, del cual dependen los demás, siguiendo de cerca la misma providencia citada de la Corte, se recuerda cómo, la conducta del perjudicado con un determinado hecho puede constituirse, total o parcialmente, en la causa del daño. Si es lo primero, es decir, que su participación haya sido la causa eficiente y única del mismo, se rompería el nexo causal. 
Evidentemente, por lo que viene de decirse, probar esa circunstancia es carga que incumbe al demandado. 

En este caso, aducen tanto la demandada como la llamada en garantía que el señor Etiel Javier, imprudentemente pasó la vía, que es de constante fluido vehicular, sin percatarse de que venía el camión. En todo caso, señalan, ninguna evidencia quedó en el expediente acerca de que el accidente hubiese ocurrido en la berma; todo indica que fue sobre la vía y, por ello, el informe policial da como causa probable que al peatón le faltó mirar a ambos lados para prever que a su paso no vinieran automotores. 
Para ser exactos, sobre el accidente mismo apenas fueron recaudadas tres pruebas: el mentado informe y los testimonios de los señores Gabriel Eduardo Ceballos Tabima y Jesús Herney Cuyato.
Del documento debe señalarse, junto con las restantes copias allegadas por los demandantes, por una parte, que son inauténticas, pues no se ajustan a las previsiones del artículo 254 del CPC, vigente para cuando se promovió la demanda, con lo que ningún valor probatorio tienen. Y aún si se pudieran tener en cuenta, de nada serviría para esclarecer lo ocurrido, si bien ni siquiera muestra la ubicación del vehículo, por cuanto fue movido del lugar del accidente, según se consignó; de manera que es imposible establecer con él, por dónde se desplazaba en realidad, esto es, si por la vía, como señala la demandada, o por la berma según dicen los demandantes. 
Y que allí se mencione como causa probable la falta de previsión del peatón, no pasa de ser eso, una simple probabilidad qué, aisladamente, a nada conduce, entre otras cosas, porque la policía arribó después de ocurrido el hecho; adicionalmente, no se dejó constancia alguna de la razón por la cual se llegó a esa conclusión.  Tan deficiente es ese trabajo, que habiéndolos, ninguna anotación se dejó sobre los testigos del suceso, particularmente Gabriel Ceballos, quien atinó a señalar que la policía nada le preguntó. 
Ahora bien, es cierto, según la crítica que hacen los demandados, que los testimonios son incoherentes en un aspecto sustancial, que es el de la ubicación del peatón, pues al paso que uno dice que llegaba a su puesto de comidas, el otro afirma que ya regresaba de allí, lo que podría, naturalmente, tener incidencia en el resultado, por el lugar de su cuerpo en el que recibió el impacto. Pero sí coinciden ellos en qué Etiel Javier estaba fuera de la vía cuándo fue atropellado. 

En cualquier caso, si se prescindiera de estas versiones, como con ahínco piden la demandada y la llamada en garantía, las cosas para ellas serían iguales, porque, entonces, no habría ninguna prueba que permitiera determinar las circunstancias reales en las que el hecho ocurrió, ni siquiera con las fotografías traídas al expediente, que, como señala la funcionaria, poca incidencia tienen, por cuanto resulta altamente improbable que si el peatón fue alcanzado en una de sus piernas, el golpe en el vehículo que ellas muestran fuera en el guardafango, en vista de su altura.

Así que, sin otra referencia probatoria, lo que queda por concluir es que la sociedad demandada no alcanzó a desvirtuar la relación causal qué en su contra gravita, pues era de su resorte acreditar que la víctima, en el momento del suceso estaba sobre la vía, porque estaba cruzando imprudentemente, y no había alcanzado a cruzar hasta el puesto de comidas del señor Gabriel. 

Quieren los demandados demostrar el hecho de la víctima, con la mención que hizo el propio Etiel Javier durante el primer reconocimiento médico legal (f. 70), en el sentido de que ese día paró en el sector de Cerritos para comprar dulces y de repente advirtió que hacia él se dirigía un vehículo, y tan pronto se percató ello, se impulsó hacia la caseta de ventas, pero el pie con el que lo hizo quedó en la parte posterior del cuerpo y a pesar de estar bastante retirado de la calzada para vehículos, fue alcanzado por el rodante. Fácilmente se percibe que en esa manifestación no hubo ningún reconocimiento por parte de la víctima acerca de que estuviera cruzando la vía; al contrario, lo que indica es que estaba alejado de la zona de circulación del tráfico, que es lo que relata el testigo Gabriel Eduardo. 

En últimas, entonces, probados el hecho y el daño, presumida la culpa por tratarse de una actividad peligrosa, y establecido que aquel fue producido con el camión de propiedad de la demandada, el nexo causal se mantiene enhiesto. De ahí que, por este aspecto, el fallo será confirmado. 

En tal virtud, procede el análisis de los otros puntos de discusión, comenzando por la existencia de los perjuicios, siguiendo por su monto y terminando con la sanción que se les impuso a los demandantes. 

Se recuerda que estos reclamaron lucro cesante, para la víctima directa; perjuicios morales, por el daño a la salud y a la vida de relación de aquella y de sus hijos. 

Sobre el lucro cesante, lo que debate la llamada en garantía no es su procedencia, sino que se hubiera tenido en cuenta un ingreso que carece de prueba, porque, dice la aseguradora, el beneficio que recibía como ayudante quedó sin sustento. 

A decir verdad, bien hizo el juzgado en tomar como punto de partida el salario mínimo, a falta de una prueba concreta sobre el monto de lo que él podía percibir, ya como ayudante, bien como administrador de busetas. Y está bien que lo hiciera, aceptado como está, que ese es el parámetro a tener en cuenta en aquellos casos en los que no se logra demostrar una suma diferente, acudiendo a criterios auxiliares como la equidad, la jurisprudencia y la doctrina. Así puede leerse, por ejemplo, en la sentencia SC18146-2016, del 15 de diciembre de 2016, radicación 11001-31-03-032-2009-00282-01, M.P. Álvaro Fernando García Restrepo, que remite a la sentencia SC 5885-2016, del 6 de mayo de 2016, radicación 2004-00032-01.

Por tanto, también esa parte de la decisión se mantendrá incólume. 
En cuanto al daño extrapatrimonial, hay divergencias. Por un lado, los demandantes protestan porque el monto de los que fueron aceptados, no acompasa con el daño infligido. Entre tanto, la llamada en garantía aduce la carencia de prueba de aquellos que fueron liquidados.

Para comenzar este análisis, lo primero que debe destacarse es que sobre los perjuicios inmateriales, ninguna motivación hubo por parte del juzgado; es decir, no se explicó, ni siquiera mínimamente, el porqué de su procedencia en este caso, ni del monto en el que fueron tasados el daño moral y a la vida de relación. 
Pues bien, para suplir esas omisiones, debe volverse la vista a la demanda, en la que se impetró el reconocimiento de perjuicios materiales (lucro cesante), de los que ya se habló. Y de perjuicios extrapatrimoniales, calificados ellos como morales, por daño a la salud, sobre el que ya se dijo que no hubo sustentación, y por daño a la vida de relación. 
En cuanto toca con el daño moral y el daño a la vida de relación, denominado en otras épocas fisiológico, se recuerda que el primero se refleja en la esfera interior de la persona, por el dolor, la aflicción, la congoja que padece, producto de una lesión que se le ha infligido; en tanto que, el segundo, obedece a las consecuencias de orden externo que de allí emergen, por la frustración que se le causa en lo social, en lo familiar, en lo cotidiano. Es, diríase, soportar un cambio en las condiciones normales de vida, contra la voluntad de la persona que ha padecido el daño. Así lo recordó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 17 de noviembre de 2016, SC16690-2016, con ponencia del Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo, en la que se rememoró la del 13 de mayo de 2008, radicado 1997-09327-01, que incursionó, en sede ordinaria, en el reconocimiento del daño a la vida de relación. 
En esas providencias se reitera lo que ya es tesis decantada, acerca de que el valor a reconocer por estos conceptos, precisamente por la naturaleza del daño, debe provenir del arbitrio judicial, y por ello, son las altas Cortes las encargadas de ir fijando unos parámetros. Tal arbitrio, parte del supuesto de que el daño esté probado. La cuestión es que en estas materias, el perjuicio moral admite unas reglas de convicción un tanto más laxas que en el daño a la vida de relación, en la medida en que, para aquel, se aceptan en general presunciones de hombre, incluso, que dejan ver que la víctima y sus familiares más cercanos, sin perjuicio de que existan otras personas que de rebote sufran las consecuencias del daño irrogado a la víctima, quedan marcados por la tristeza de perder a su ser querido, o de verlo postrado, o sufriendo por las consecuencias de la lesión (Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Civil, sentencia de septiembre 30 de 2016, SC13925-2016, radicado 05001-31-03-003-2005-00174-01, M.P. Ariel Salazar Ramírez). 
Para el daño a la vida de relación, en cambio, la prueba tiene que orientarse de manera diferente, como acertadamente señala la doctrina, por ejemplo, Sergio Rojas Quiñones, en su texto ”El daño a la persona y su reparación”, p. 135, porque no basta sufrir la lesión, o la mera cercanía, sino que es menester demostrar con suficiencia de qué manera se alteraron las condiciones de vida de quien pretende su reconocimiento. 
Ahora bien, tales parámetros fueron ajustados recientemente por la misma alta Corporación, a la suma de $60’000.000,oo, en el caso de muerte de una persona, según se lee en la última sentencia citada, y se ratifica en la providencia SC15996-2016, del 29 de noviembre de 2016, radicación 11001-31-03-018-2005-00488-01, con ponencia del Magistrado Luis Alonso Rico Puerta. Aquí un paréntesis para señalar que la Corte ha manejado tradicionalmente estas indemnizaciones en pesos, en lugar de salarios mínimos; así ha debido proceder el juzgado, pero esa circunstancia no fue motivo de réplica, por lo que no se alterará, salvo en lo que haya de ser modificado por la Sala. 
Volviendo a lo que se traía, no se discute por las partes que el accidente se produjo, ni que, producto del mismo, Etiel Javier Yurgaky Mosquera sufrió unas lesiones. Basta para tener por acreditados estos hechos, y para darle valor a tales pericias, señalar que en la etapa de fijación del litigio, el Juzgado señaló que el debate se circunscribiría a probar la responsabilidad de quienes intervinieron en el suceso y el monto de los perjuicios, y allí mismo tuvo por acreditados, el accidente, las secuelas y la incapacidad de la víctima, aspectos sobre los cuales no hubo ninguna réplica por parte de los intervinientes. 

De manera que si la lesión sufrida por el peatón le produjo una incapacidad de noventa días y, adicionalmente, le generó unas secuelas permanentes, como la perturbación funcional del órgano de la locomoción, dada la persistencia de la cojera, explicable por el acortamiento de tres centímetros, es apenas lógico presumir que su estado de postración en ese tiempo de la incapacidad, y las consecuencias derivadas del accidente, causaron angustia, desazón, dolor, tristeza, aflicción, tanto a él como a sus hijos, parientes cercanos que en este caso reclaman, a pesar de que, en el caso de estos últimos, sus propios dichos permitieran concluir que no estuvieron permanentemente con su padre para la época del suceso, circunstancia que pudiera ser analizada en tanto se les hubiera reconocido algún valor por el daño a la vida de relación, pero como ello no fue así, y la valoración que se hizo fue únicamente de ese factor interno, del sufrimiento padecido al ver a su padre limitado, halla la Sala que la fijación que hizo la funcionaria de primera grado en relación con la víctima, a quien favoreció con 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes, esto es, en la actualidad, más de 22 millones de pesos, y con sus hijos, a quienes reconoció 5 smlmv, es decir, $3’688.585,oo al valor de hoy, está dentro de los parámetros fijados por la jurisprudencia, en atención a que, en todo caso, los mismos deponentes dijeron que Etiel Javier no está en tratamientos actuales, y el mismo documento analizado revela que se puede desplazar sin necesidad de elementos externos, lo que amaina el padecimiento. 

El daño a la vida de relación se tasó en la suma de 10 smlmv, es decir, a la fecha, $7’877,170,oo; suma que, al parecer de la Sala, es baja, como paliativo por el cambio experimentado por Etiel Javier, en la medida en que, con las versiones de sus hijos, que por ser litisconsortes, pueden tomarse como testimonios en lo que a él se refiere, se logra establecer que, producto del accidente, varió su estilo de vida, en cuanto ya no puede trotar, como solía hacerlo, ni disfrutar de algunos placeres que eran habituales, como el baile, o los paseos en familia; más bien, dicen, se ha aislado un poco y, por tanto, reflejo de ese percance, la Sala aumentará el monto señalado en primera instancia a la suma de $15’000.000,oo.

En ese sentido se modificará el fallo. 

En lo atinente a la responsabilidad de la llamada en garantía, en realidad el juzgado se equivocó al relevar del reconocimiento que debe hacer la aseguradora a Gaseosas Posada Tobón del perjuicio moral. Ninguna explicación blandió para ello, y desconoció que en el numeral 3.1.6. del clausulado general de la póliza allegada como soporte de esa citación, fueron incluidos los perjuicios morales y por el daño a la vida de relación, con tal de que se impusieran en sentencia judicial, como aquí ocurre (f. 70, c. 2). Tan claro es esto, que el mismo asesor judicial de la aseguradora así lo reconoció al descorrer el traslado de la sustentación de la apelación de la demandada. 
De donde viene que, por ese aspecto, se variará la decisión. 

Por último, en lo que atañe a la sanción impuesta a los demandantes con fundamento en el artículo 206 del CGP, también le halla razón la Sala a los impugnantes. Baste decir, para ello, que el citado artículo es de los pocos que empezaron a regir desde el mismo día de promulgación del Código, esto es, el 12 de julio de 2012, por tanto, estaba vigente para cuando se promovió la demanda, que lo fue en febrero de 2015. A partir de allí, se tiene que, según su inciso sexto, la cuantificación de los perjuicios extrapatrimoniales (para nuestro caso el daño moral, el daño a la salud y el daño a la vida de relación), no está sometida a la solemnidad del juramento estimatorio. Por contera, las sanciones que la norma señala, solo aplican en la medida en que se haya desbordado la valoración de los perjuicios patrimoniales, o no se hayan probado, o se objeten infundadamente. 

De suerte que el único referente que tenía el Juzgado para aplicar la sanción, era el del lucro cesante, que en la demanda se tasó en $3’000.000,oo, de los cuales, se reconocieron $1’768.500,oo, lo que indica que el demandante Etiel Javier Yurgaky Mosquera, quedó dentro del margen de error del 50% que establece la norma y, por consiguiente, ninguna sanción cabía en este caso. Se revocará, en consecuencia, esa decisión. 

Quedan así respondidas, las inquietudes de los apelantes. 
En vista de que los recursos propuestos por la demandada y la llamada en garantía fracasan, respecto de los demandantes, las costas de segundo grado quedarán a cargo suyo y a favor de estos. La liquidación de las costas se hará en primera instancia, de manera concentrada, como manda el artículo 366 del CGP. Las agencias en derecho se fijarán en proveído separado. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 5 de julio de 2016, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual que Etiel Javier Yurgaky Mosquera, Juan Carlos Yurgaky Perea, Yenzen Sibel Yurgaky Ibagüen, Javier Yurgaky Ibagüen y Yoselly Yurgaky Tello frente a Gaseosas Posada Tobón SA, en la que fue llamada en garantía Royal Sun Alliance Seguros (Colombia) SA, salvo en lo referente a la sanción impuesta a la parte demandante por el exceso en la estimación bajo juramento de los perjuicios que se revoca. 

Además, se modifica en los siguientes aspectos: 

PRIMERO: La llamada en garantía deberá responder a la sociedad demandada por la totalidad de los perjuicios reconocidos, esto es, lucro cesante, daño moral y daño a la vida de relación, en la cuantía señalada, de acuerdo con lo que fue pactado en la póliza respectiva. 
SEGUNDO: 
El daño a la vida de relación (fisiológico para el Juzgado) se tasa en la suma de $15’000.000,oo, a favor de Etiel Javier Yurgaky Mosquera. 
Las costas en esta instancia serán a cargo de la demandada y la llamada en garantía, a favor de los demandantes. Las agencias en derecho se fijarán en providencia separada. 

Notificación en estrados
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
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